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Resumen 

 

 

En Colombia, el retiro discrecional de los miembros de la Fuerza pública, ha sido un tema 

bastante controvertido por los continuos pronunciamientos de la Corte Constitucional y el Consejo 

de Estado, que en algunas decisiones no han tenido puntos en común. Tanto así que el órgano 

constitucional, en sede de revisión de tutelas, ha revocado varias de las fallos de los órganos de lo 

contencioso administrativo sobre este tema. Dada la disparidad de criterios entre las instituciones 

jurídicas en mención, la Corte Constitucional ha realizado un trabajo de unificación jurisprudencial, 

donde ha fijado los criterios y requisitos que deben rodear las decisiones adoptadas en materia de 

retiro discrecional, en aras de la protección de derechos fundamentales. 

 
Así las cosas, la presente investigación se centra en realizar un análisis de las decisiones 

que han sido adoptadas por el Consejo de Estado durante el año 2016, por ser posterior a la fecha 

en que se profirió la sentencia de unificación más reciente. El objetivo está encaminado a 

determinar si los criterios adoptados son coherentes y consecuentes con el precedente judicial y los 

principios contenidos en el artículo 3 de la Ley 1437 de 2011. Adicionalmente, resaltar la figura de 

unificación jurisprudencial fijada por el legislador en el Nuevo Código de  Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, junto a los problemas que 
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podrían presentarse frente a la unificación de los criterios en materia de retiro discrecional de los 

miembros de la Fuerza Pública. La investigación está estructurada de manera lógica y pedagógica 

pues, previo a abordar los temas centrales, contextualiza al lector en los conceptos que serán 

analizados. Ello permite centrarlo dentro del estadio objeto de análisis con el fin de entender los 

motivos por los cuales las decisiones adoptadas por los órganos que conforman la jurisdicción de 

lo contencioso administrativo deben proferirse en armonía con los retos que impone la 

constitucionalización de la jurisdicción. 

 
Abstract 

 

 

In Colombia, the discretionary retirement of the members of the security forces, has been a 

subject quite controversial by the continuous pronouncements of the Constitutional Court and the 

Council of State, which in some decisions have not been common ground. So much so that  the 

constitutional body, the headquarters review guardianships, has revoked several of the  failures of 

the bodies of administrative litigation on this issue. Given the disparity of views between legal 

institutions in question, the Constitutional Court has done work jurisprudential unification, which 

has set the criteria and requirements that must surround the decisions taken on discretionary 

retirement in the interest of protection of fundamental rights. So, this research focuses on an 

analysis of the decisions that have been adopted by the State Council in 2016, by occur after the 

date on which the judgment was issued more recent unification. The objective is aimed at 

determining whether the criteria adopted are coherent and consistent with legal precedent and the 

principles contained in Article 3 of Law 1437 of 2011. In addition, highlight  the figure of 

jurisprudential unification set by the legislator in the new Contentious Code administrative and 

problems that could arise against the unification of the criteria for discretionary withdrawal of 

members of the security forces. The research is structured as   logical 



and pedagogical way, before addressing the core issues, contextualized the reader to the concepts 

that will be analyzed. This allows centered within the stadium under analysis in order to understand 

the reasons for the decisions taken by the bodies that make up the jurisdiction of administrative 

litigation should be uttered in harmony with the challenges posed constitutionalise jurisdiction. 

 
Palabras Claves: Unificación jurisprudencial, retiro discrecional, Fuerza Pública, 

constitucionalización del derecho. 



Introducción 

 

 

La presente investigación parte de una concepción histórica a la luz del planteamiento 

jurídico que impone la Constitución Política de 1991 consagrándose como “norma de normas” 

(Constitución Política de 1991, art. 4)
2
. 

A partir de los derroteros fijados por esta norma, el derecho Colombiano ha sufrido una 

transformación, armonizando los conceptos y decisiones judiciales, partiendo del principio de 

supremacía constitucional (X Conferencia Iberoamericana de Justicia Constitucional, 2014). 

 
En la actualidad, el Derecho Administrativo no ha sido ajeno a la transformación 

constitucional que se ha dado, pues como resultado de este proceso normativo, se expidió el Nuevo 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), 

que puede implicar un eficaz impulso de orden legal al proceso de renovación de esta rama del 

Derecho. 

 
Esta nueva estructuración del derecho ha sido, en gran medida, guiada por la Corte 

Constitucional, que ha jugado un papel decisivo, propendiendo por el ajuste de la normatividad y 

de las decisiones judiciales a los preceptos normativos contenidos en la Constitución Política de 

1991. En muchos casos surgiendo por vía de revisión de tutelas conforme a la facultad que le otorga 

el artículo 4 de la Constitución
3
. 

 

 

2 
ARTICULO 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la  ley 

u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. Es deber de los nacionales y de los extranjeros 

en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 
3 

ARTICULO 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección 

inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o  amenazados 

por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 



Uno de los temas que ha revestido relevancia (por el desarrollo jurisprudencial que se ha 

dado) es la facultad discrecional del retiro de los miembros de la Fuerza Pública que otorga el 

Decreto-Ley 573 de 1995. En virtud de lo anterior, se han proferido decisiones buscando el amparo 

de principios constitucionales e imponiendo el deber de motivación de tales decisiones. 

 
Así las cosas, el presente estudio pretende conocer cuál ha sido la postura del Consejo de 

Estado en materia de retiro discrecional de los miembros de la Fuerza Pública, durante el año 2016, 

desde la óptica de la Corte Constitucional. Partiendo de ello, determinar la afectación o armonía 

que existe en cuanto a la normatividad contenida en la ley 1437 de 2011,  específicamente en lo 

que respecta a los principios del artículo tercero y la figura de Unificación Jurisprudencial. 

 
La primera parte del ensayo tendrá un enfoque de contextualización frente a los derroteros 

de la constitucionalización del derecho administrativo, los criterios normativos que regulan el retiro 

discrecional para los miembros de la Fuerza Pública y la unificación jurisprudencia de la Corte 

Constitucional. Una vez planteado el marco de los elementos a analizar, se puntualizan los fallos 

de la Corte Constitucional del año 2016 relacionados con el retiro discrecional de los miembros de 

la Fuerza Pública para proceder a identificar la posición que ha adoptado el Consejo de Estado 

sobre los casos bajo su conocimiento. 

 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de 

hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso,  éste 

lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se 

utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 

 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de 

un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante 

se halle en estado de subordinación o indefensión. 



Posteriormente, profundizar frente a la incorporación de los principios del derecho 

administrativo estructurados en el artículo 3 de la ley 1437 de 2011 y la motivación que dio lugar 

a su ampliación. Continuando con la contextualización, analizar los motivos y criterios que se 

tuvieron en cuenta para estructurar la figura de unificación jurisprudencial en la ley 1437 de  2011. 

 
De esta practicidad, identificar si las decisiones adoptadas han sido concordantes con los 

retos que enfrenta el derecho administrativo actualmente y de qué manera, este comportamiento, 

podría repercutir en la unificación jurisprudencial como un problema o como una solución. 



¿Cuál ha sido la postura del Consejo de Estado en materia de retiro discrecional de los 

miembros de la Fuerza Pública durante el año 2016 a la luz de las decisiones de la Corte 

Constitucional? 

 
Contextualización 

 

 

Constitucionalización del Derecho Administrativo en Colombia 

 

 

El derecho Colombiano ha sufrido una transformación a partir de la Constitución Política 

de 1991, pues ha sido consagrada como “norma de normas” (Constitución Política de 1991, art. 

4)
4
, armonizando todo el ordenamiento legal, basado en el principio de supremacía constitucional 

(X Conferencia Iberoamericana de Justicia Constitucional, 2014). 

 
Parafraseando a Calle (2014), se puede decir que, en la actualidad, el Derecho 

Administrativo no ha sido ajeno a la transformación constitucional que se ha dado, muestra de ello, 

ha sido la expedición del Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (Ley 1437 de 2011), lo que puede implicar un eficaz impulso de orden legal al 

proceso de renovación de esta rama del Derecho. 

 
Sobre el papel que desempeñó la jurisdicción de lo contencioso administrativo Hernández 

(2012), sostiene: 

 
Es justo destacar que la jurisdicción colombiana de lo contencioso administrativo 

tempranamente se identificó con la causa de la defensa de los derechos ciudadanos frente  

a los eventuales abusos, errores u omisiones de las autoridades, visión que gracias a las 

4 
ARTICULO 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley 

u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. Es deber de los nacionales y de los extranjeros 

en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 



evoluciones del derecho administrativo contemporáneo, según hemos visto, viene a ser 

uno de los rasgos más sobresalientes del derecho administrativo de nuestros días. 

 
Afirmación que es válidamente aceptada pues en su momento propendió por los intereses 

de los accionantes bajo el contexto en el que se había expedido la normatividad. Sin embargo, el 

derecho administrativo se quedó corto y debía adaptarse al modelo impuesto a partir de 1991, 

viéndose favorecido por herramientas importantes para la garantía de los derechos de los 

ciudadanos. Adicionalmente, como lo indicó López (2016) “(…) el nuevo Código Administrativo 

diseñó e introdujo nuevos y más fuertes mecanismos procesales propios para obligar a las 

entidades administrativas a obedecer ex ante la doctrina judicial clara (…)” 

 
De esta forma, parafraseando a Rodríguez (2002), citado por Casas (2015), el proceso de 

constitucionalización del derecho administrativo puede verse como una adecuación de su contenido 

a los principios, valores y derechos fundamentales constitucionales, dándoles una connotación de 

validez dentro del ordenamiento jurídico, sin considerar su situación frente al resto del 

ordenamiento legal. 

 

Pese a que la Constitución entró en vigencia en 1991
5
, el Derecho Administrativo no tuvo 

una reacción inmediata pues su afán de proyectar los principios del Estado Social de Derecho en 

su normatividad, inició con el Proyecto de Ley 198 de 2009, en el que se dio el cambio de 

paradigma tanto en varias de sus instituciones y en su procedimiento
6
. 

 

 

 

 
 

5 
Constitución Política de Colombia, publicada en la Gaceta Constitucional No. 116 de 20 de julio de 1991. 

6  
Para ampliar la información frente a los cambios que introdujo el Nuevo Código de Procedimiento  Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, puede visitar la página 
http://wsp.presidencia.gov.co/Prensa/2011/Enero/Paginas/20110118_13.aspx 

http://wsp.presidencia.gov.co/Prensa/2011/Enero/Paginas/20110118_13.aspx


A partir de la expedición de la Constitución Política de 1991, en Colombia hemos venido 

asistiendo a una creciente constitucionalización del Derecho, realidad jurídica que, en una 

primera aproximación, consiste en reconocer que todas las Ramas y especialidades del 

Derecho, así como las actividades del Estado en sus diferentes manifestaciones 

(legislativas, judiciales, gubernativas, administrativas, de control, etc.), deben ceñirse al 

cumplimiento de los principios fundamentales del estado social de derecho y al respeto y 

garantía de los derechos de las personas. El texto de la Carta y sus interpretaciones 

jurisprudenciales se convierten entonces, en fuente esencial para la aplicación de las normas 

por los administradores y operadores judiciales (Gaceta del Congreso  1173, 2009). 

El proyecto de ley propuso la incorporación de nuevos principios para regir las actuaciones 

del Derecho Administrativo. Lo anterior en aras de reflejar el constitucionalismo moderno 

implicando la inclusión de nuevo principios de origen constitucional. En aras de ilustrar de manera 

pedagógica, a continuación se presenta un paralelo de los principios contenidos en el artículo 3 de 

la Ley 1437 de 2011 y los contenidos en el antiguo Código Contencioso Administrativo
7
. 

Tabla1 – Comparativo de Principios que rigen el Derecho Administrativo 
 
 

Principios contenidos en el Artículo 3 de 

la Ley 1437 de 2011 

Principios contenidos en el Artículo 3 del 

Decreto 01 de 1984 

Debido Proceso ** 

Igualdad ** 

Imparcialidad Imparcialidad 

Buena fe ** 

Moralidad ** 

Participación ** 

Responsabilidad ** 
 

7 
Se refiere al Decreto 01 de 1984 que era el antecesor de la Ley 1437 de 2011. 



Transparencia ** 

Publicidad Publicidad 

Coordinación ** 

Eficacia Eficacia 

Economía Economía 

Celeridad Celeridad 

*** Contradicción 
Nota: Elaboración propia a partir de datos tomados de la Ley 1437 de 2011 y el Decreto 01 de 1984 

 
 

Es evidente la insuficiencia de principios orientadores en la actividad administrativa 

regulada en el Decreto 01 de 1984, lo que implicaba un margen de interpretación reducido para la 

solución de los conflictos judiciales que se suscitaban ante el sistema. Sin embargo, no hay que 

olvidar que esta reglamentación atendía y desarrollaba los preceptos contenidos en la Constitución 

de 1886
8
. 

Ahora bien, el Nuevo Código Contencioso Administrativo es innovador, en la medida en 

que no mantiene un marco de interpretación legalista y reducido a los preceptos de su contenido; 

por el contrario establece que “[T]todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las 

disposiciones que regulan las actuaciones y procedimientos administrativos a la luz de los 

principios consagrados en la Constitución Política, en la Parte Primera de este Código y en las 

leyes especiales (…)” (Ley 1437 de 2011, art. 3). 

En este orden de ideas, las funciones encomendadas a las instituciones deben estar 

orientadas al cumplimiento de los fines del Estado y a la protección de los derechos fundamentales 

y garantías constitucionales, contando con un amplio margen de interpretación e imponiendo 

obligaciones de garantía y protección derivadas de la Constitución Política de 1991. 

 

 

 
8 

Acerca de la Constitución de 1886 se puede consultar a Melba Luz Calle Meza, Constitución y guerra. Una revisión 
del sistema de derechos fundamentales de Colombia durante el siglo XX. Capítulo XII. Desarrollos Constitucionales y 
guerra. Al referirse a la Constitución de 1886 indica que “(…) respondía más a un concepto decimonónico de 
Constitución que al concepto originario, moderno y normativo de la misma.” 



Ahora bien, previo a analizar los casos resueltos por la Corte Constitucional derivados de la 

jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en materia de retiro discrecional de los miembros 

de la Fuerza Pública, durante el año 2016, es necesario establecer el marco normativo que regula 

el retiro discrecional de los miembros de la Fuerza Pública. Por tanto, se procede a desarrollar la 

reglamentación para la aplicación de esta figura. 

Regulación normativa del Retiro Discrecional 

 

Teniendo en cuenta que existen figuras semejantes frente a los actos de retiro de los 

miembros de la Fuerza Pública, es necesario realizar una diferenciación a fin de evitar caer en 

errores de interpretación y entendimiento. 

En primer lugar se encuentra el Llamamiento a calificar servicio contenido en el Decreto 

1790 de 2000, cuyo artículo 103, modificado por el artículo 25 de la Ley 1104 de 2006, expresó: 

“Los Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares solo podrán ser retirados por llamamiento 

a calificar servicios, cuando hayan cumplido los requisitos para tener derecho a la asignación  de 

retiro.” 

Por su parte, la Corte Constitucional en sentencia de unificación 091 del 25 de febrero de 

2016, lo definió expresamente: 

El llamamiento a calificar servicios es una manera normal de retiro del servicio activo 

dentro de la carrera militar y de la Policía Nacional que procede cuando se cumple un 

determinado tiempo de servicios y se tiene derecho a la asignación de retiro. Esta modalidad 

especial de retiro del servicio obedece a la estructura piramidal de dichas carreras que no 

admite el ascenso al grado superior de todos los que se ubican en el grado inmediatamente  

anterior  y  la  misma  permite  la  renovación  del  personal uniformado, 



atendiendo a razones de conveniencia institucional y necesidades del servicio, no sujetas 

exclusivamente a las condiciones personales o profesionales del funcionario. 

En segundo lugar, se encuentra el retiro discrecional en los miembros de la Policía 

Nacional, regulado por la Ley 857 de 2003, modificatoria del Decreto Ley 1791 de 2000
9
, regula 

lo pertinente al retiro de los oficiales y suboficiales de la Policía Nacional, es así como en su 

artículo primero establece: 

ARTÍCULO 1o. RETIRO. El retiro del personal de Oficiales y Suboficiales de la Policía 

Nacional, es la situación por la cual este personal, sin perder el grado, cesa en la obligación 

de prestar servicio. 

El retiro de los Oficiales se efectuará a través de decreto expedido por el Gobierno Nacional. 

El ejercicio de esta facultad, podrá ser delegada en el Ministro de Defensa Nacional hasta 

el grado de Teniente Coronel. 

El retiro de los Suboficiales se efectuará a través de resolución expedida por el Director 

General de la Policía Nacional. 

El retiro de los Oficiales deberá someterse al concepto previo de la junta Asesora del 

Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional, excepto cuando se trate de 

Oficiales Generales. La excepción opera igualmente en los demás grados, en los eventos de 

destitución, incapacidad absoluta y permanente, gran invalidez, cuando no supere la escala 

de medición del decreto de evaluación del desempeño y en caso de muerte. 

 

9 
El Decreto ley 1791 de 2000, “Por el cual se modifican las normas de carrera del Personal de Oficiales, Nivel 

Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional”, en sus artículos 54, 55 y 62 regulaba el retiro discrecional 

de los miembros de la Policía Nacional. Sin embargo, fueron declarados inexequibles mediante la sentencia C-253 de 

2003, M. P. Álvaro Tafur Galvis, debido a que el Presidente excedió las facultades extraordinarias que le había 

otorgado en esa ocasión: “El Presidente de la República al derogar el Decreto rebasó las facultades extraordinarias 

que le otorgó el legislador, toda vez que dicha norma no se encontraba en la precisa lista de decretos sobre los cuales 

podía ejercerse la facultad  legislativa extraordinaria.”. 



De la transcripción del artículo 1º se establece la facultad que se otorga al Gobierno 

Nacional y al Director General de la Policía Nacional para proceder con el retiro mediante  decreto 

o resolución, según corresponda. Adicionalmente, en el artículo cuarto de la misma norma, se 

dispuso: 

ARTÍCULO    4o.    RETIRO    POR    VOLUNTAD    DEL    GOBIERNO    O DEL 
 

DIRECTOR GENERAL DE LA POLICÍA NACIONAL. Por razones del servicio y en 

forma discrecional, el Gobierno Nacional para el caso de los Oficiales o el Director General 

de la Policía Nacional para el caso de los Suboficiales, podrán disponer el retiro de los 

mismos con cualquier tiempo de servicio, previa recomendación de la Junta  Asesora del 

Ministerio de Defensa Nacional para la Policía Nacional, cuando se trate de Oficiales, o de 

la Junta de Evaluación y Clasificación respectiva, para los Suboficiales. (…) 

Claramente se otorga la facultad discrecional para la separación del cargo por razones del 

servicio estableciendo un requisito previo para tal efecto, como es la recomendación por parte de 

las autoridades que allí se citan. Sin embargo, el legislador omitió establecer los parámetros con 

que debe contar el mencionado requisito previo, dejando abierta la interpretación. 

En tercer lugar, la facultad discrecional de retiro también es aplicable a los miembros de las 

Fuerzas Militares, regulada en el Decreto 1790 de 2000: 

ARTÍCULO 104. RETIRO DISCRECIONAL. Por razones del servicio y en forma 

discrecional, se podrá disponer el retiro de los oficiales y suboficiales, con cualquier tiempo 

de servicio, previa recomendación del Comité de Evaluación para el efecto, el cual estará 

conformado por el Segundo Comandante de Fuerza, el Inspector General, el Jefe de 



Personal de la respectiva Fuerza, y el Comandante de la unidad operativa a la cual 

pertenezca. Cuando se trate de oficiales se requiere previo concepto de la Junta Asesora del 

Ministerio de Defensa para las Fuerzas Militares. El acto administrativo de retiro se regirá 

por lo dispuesto en el artículo 99 de este Decreto. 

De la forma en que se encuentra redactado el último inciso, podría inferirse que el artículo 

99 de la misma norma, reúne los derroteros y parámetros que deben seguir el acto administrativo. 

Sin embargo, únicamente establece formalismos y competencias para el ejercicio de la facultad 

discrecional, sin que se establezca ningún tipo de deber de motivación. 

Durante años, han sido varios los pronunciamientos que ha dado la Corte Constitucional 

frente a estas tres figuras pues se suscitó una problemática que Benítez (2010) acertadamente ha 

expuesto frente a la facultad discrecional y al proceso de desvinculación de los miembros de la 

Fuerza Pública: 

(…) la situación de hecho prototípica en este tipo de casos es la siguiente: un servidor 

uniformado del DAS, Inpec, Policía Nacional o Fuerzas Militares, que había trabajado 

varios años, era desvinculado de la institución sin explicación o aviso alguno. Ahora bien, 

gracias a la facultad discrecional y a que el proceso de desvinculación no era disciplinario, 

el acto de desvinculación no era notificado al afectado, ni motivado (únicamente se decía 

que era por razones del servicio). Una vez el afectado demandaba el acto, el Consejo de 

Estado (en la mayoría de ocasiones), basado en el principio de legalidad, consideraba que 

el acto administrativo se presumía conforme a la ley y le incumbía al afectado desvirtuar 

esa presunción, aun cuando el acto no estuviera motivado. Ante la evidente dificultad de 

desvirtuar la presunción de legalidad de un acto que no tiene motivos explícitos o que  no 



fue notificado, en la mayoría de ocasiones el Consejo de Estado le daba la razón a la 

administración. 

Acertadamente considera Calle (2014) que “[L]a actualización del Derecho 

Administrativo y su adecuación al nuevo sistema jurídico colombiano, surgido con la 

Constitución de 1991, no ha sido una cuestión pacífica.” Muestra de ello es la posición expuesta 

por   Benítez (2010),   que   claramente   se   circunscribe   a   una    interpretación   legalista y 

decimonónica
10

, desarrollada por las autoridades de lo Contencioso Administrativo, que si bien 

ha variado intentando ser más garantista de los principios constitucionales, es la Corte 

Constitucional quien, en sede de tutela, ha resguardado los derechos de los miembros de la 

Fuerza Pública en materia de retiro discrecional.
11

 

Es así, como la Corte Constitucional ha efectuado un amplio desarrollo jurisprudencial en 

materia de retiro discrecional, fijando reglas claras a las autoridades judiciales y administrativas 

que acuden a estas figuras, las cuales serán reunidas en el siguiente título. 

Unificación jurisprudencial 

 

La disparidad de criterios entre las autoridades de lo contencioso administrativo y la Corte 

Constitucional, ha desembocado en un desarrollo jurisprudencial en materia de retiro discrecional 

de los miembros de la Fuerza Pública, tomando como fundamento los principios constitucionales. 

Previo al análisis de las sentencias de unificación en el objeto del presente trabajo, es necesario 

plantear algunos conceptos relevantes frente a la figura de unificación de jurisprudencia. 

 

10 
Para ampliar la concepción decimonónica, se sugiere la leer a Melba Luz Calle Meza, Constitución y guerra. Una 

revisión del sistema de derechos fundamentales de Colombia durante el siglo XX. Capítulo XII. Desarrollos 
Constitucionales y guerra. 
11 

Sobre la evolución del derecho administrativo véase “La modernización del Derecho Administrativo Colombiano: 
estrategia dirigente versus inercia tradicionalista” elaborado por Melba Luz Calle Meza, Ph.D. 
https://drive.google.com/file/d/0B8MZNSvgS7oGMnNVRkZmV01fTms/view 

https://drive.google.com/file/d/0B8MZNSvgS7oGMnNVRkZmV01fTms/view


En primer lugar, la línea jurisprudencia tiene gran importancia en el estudio del derecho 

pues, como ha indicado López (2008): “La interpretación de sentencias aisladas no da una  buena 

idea del desarrollo sistemático de la jurisprudencia y esto resulta crucial para entender el aporte 

del derecho de origen judicial en todas las ramas del derecho”. 

Parafraseando lo expuesto por la Corte Constitucional (SU-053 2015), la conformación de 

la unificación de jurisprudencia surge a partir del precedente, generado con anterioridad a un 

determinado caso y es conocido como la sentencia o el conjunto de ellas que por su pertinencia y 

semejanza en los problemas jurídicos resueltos, debe necesariamente considerarse por las 

autoridades judiciales al momento de emitir un fallo. 

Dentro de los precedentes jurisprudenciales, es necesario analizar la Ratio Decidenci, cuyos 

criterios de identificación fueron definidos por la Corte Constitucional, estableciendo que debe 

verificarse: 

i) que en la ratio decidendi de la sentencia anterior se encuentre una regla jurisprudencial 

aplicable al caso a resolver; ii) que esta ratio resuelva un problema jurídico semejante al 

propuesto en el nuevo caso y iii) que los hechos del caso sean equiparables a los resueltos 

anteriormente. De no comprobarse la presencia de estos tres elementos esenciales, no es 

posible establecer que un conjunto de sentencias anteriores constituye precedente aplicable 

al caso concreto, por lo cual al juez no le es exigible dar aplicación al mismo. (T-292 de 

2006). 

Ahora bien, la misma corporación se ha referido a la importancia de la unificación de 

jurisprudencia, así: 



Cuando el precedente emana de los altos tribunales de justicia en el país (Corte 

Constitucional, Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado), adquiere un carácter 

ordenador y unificador que busca realizar los principios de primacía de la Constitución, 

igualdad, confianza, certeza del derecho y debido proceso. Adicionalmente, se considera 

indispensable como técnica judicial para mantener la coherencia del ordenamiento. En la 

práctica jurídica actual, las instancias de unificación de jurisprudencia son ineludibles, 

debido a que el derecho es dado a los operadores jurídicos a través de normas y reglas 

jurídicas que no tiene contenidos semánticos únicos. Por tanto, el derecho es altamente 

susceptible de traer consigo ambigüedades o vacíos que pueden generar diversas 

interpretaciones o significados que incluso, en ocasiones deriva de la propia ambigüedad 

del lenguaje. Eso genera la necesidad de que, en primer lugar, sea el juez el que fije el 

alcance de éste en cada caso concreto y, en segundo lugar, de que haya órganos que permitan 

disciplinar esa práctica jurídica en pro de la igualdad. En síntesis, los órganos judiciales de 

cierre cumplen el papel fundamental de unificar la jurisprudencia, con base en los 

fundamentos constitucionales invocados de igualdad, buena fe, seguridad jurídica y 

necesidad de coherencia del orden jurídico. (Corte Constitucional, SU-053 de 2015) 

La unificación de jurisprudencia ha estado encaminada a la garantía y respeto de los 

derechos de los particulares, posibilitándoles una aplicación uniforme de los principios y normas 

constitucionales, donde se establezcan herramientas concretas y efectivas que permitan una 

seguridad jurídica, basadas en la igualdad y la buena fe. Como lo ha manifestado Pérez y Garzón, 

la unificación jurisprudencial tiene como fin “(…) asegurar, conforme al preámbulo de la 

constitución un marco de justica material, efectiva, concreta y comprometida con el anhelo de 

orden y paz que le asiste como derecho, a todas las personas (…)” 



Es clara la importancia que tiene el precedente judicial en nuestro ordenamiento jurídico. 

Por tanto, frente a la disparidad de criterios de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, en 

materia de retiro discrecional, el órgano constitucional se ocupó de unificar los criterios y 

lineamientos. En virtud de ello, ha proferido las siguientes decisiones SU-053 de 2015
12

, SU-054 

de 2015
13

, SU-172 de 2015
14 

y SU-288 de 2015
15

, entre otras, cuyo punto en común es el deber  de 

motivación de los actos administrativos. Sin embargo, el pronunciamiento más reciente sobre la 

materia, en ejercicio de la facultad de unificación, fue la sentencia de unificación 091 del 25 de 

febrero de 2016, donde se fijaron parámetros específicos para la aplicación de las diferentes figuras 

de retiro de los miembros de la Fuerza Pública, sobre esta decisión se restarán los parámetros 

establecidos a manera de complementación, dada su importancia en la materia. 

Previo a indicar los parámetros de la más reciente sentencia de unificación, es necesario 

referirme al objetivo de la Sentencia de Unificación 053 de 2015 pues estuvo encaminado a “(…) 

unificar su jurisprudencia respecto de la motivación de los actos administrativos emitidos en uso 

de facultades discrecionales de la Fuerza Pública -Policía Nacional, Ejército Nacional y  Armada 

Nacional, para tal efecto, propuso un estándar mínimo pero plenamente exigible en la materia, a 

fin de proteger el principio de igualdad y la coherencia del sistema jurídico”. Como se puede 

apreciar la unificación estuvo encaminada en uno de los puntos más álgidos y que  mayor discusión 

ha despertado en materia de retiro discrecional: la motivación. 

12 
Sentencia del doce (12) de febrero de dos mil quince (2015). La decisión se centró en la motivación de los actos 

administrativos de servidores públicos que ocupan cargos en provisionalidad y límites a la facultad discrecional del 
Gobierno y de la Policía Nacional para retirar miembros del servicio activo. 
13    

Sentencia  del  doce  (12)  de  febrero  de  dos  mil  quince  (2015).   Trata  sobre  la   motivación  de  los      actos 
administrativos que declaran la insubsistencia de los nombramientos en provisionalidad en cargos de  carrera. Deben 
fundamentar de manera clara, detallada y precisa las razones sobre las cuales se prescindirá del servicio. 

 
14 

Sentencia del dieciséis (16) de abril de dos mil quince (2015), trata sobre la facultad discrecional del Gobierno 
Nacional para el retiro de miembros de la Policía Nacional, en servicio activo. 
15  

Sentencia de mayo 14. Unificación de jurisprudencia en materia de motivación de los actos de retiro discrecional 
de los miembros activos de la Policía Nacional. 



Como lo ha definido Cosculluela (2012) “La potestad entraña, un poder otorgado por el 

ordenamiento jurídico de alcance limitado, no supone en ningún caso un poder de acción libre 

según la voluntad de quien la ejerce”. (Villoslada, 2013). En Colombia, el legislador consagró la 

potestad del retiro discrecional de los miembros de la Fuerza Pública, sin embargo, existen  límites 

en el ejercicio, que se omitieron en el Congreso pero que la Corte Constitucional ha concretado, 

así: 

i. Se admite que los actos administrativos de retiro discrecional de la Policía Nacional no 

necesariamente deben motivarse en el sentido de relatar las razones en el cuerpo del acto 

como tal. Pero, en todo caso, sí es exigible que estén sustentados en razones objetivas y 

hechos ciertos. En este sentido, el estándar de motivación justificante es plenamente 

exigible. 

ii. La motivación se fundamenta en el concepto previo que emiten las juntas asesoras o los 

comités de evaluación, el cual debe ser suficiente y razonado. 

iii. El acto de retiro debe cumplir los requisitos de proporcionalidad y razonabilidad, que 

se expresan en la concordancia y coherencia entre acto discrecional y la finalidad 

perseguida por la Institución; esto es, el mejoramiento del servicio. 

iv. El concepto emitido por las juntas asesoras o los comités de evaluación, no debe estar 

precedido de un procedimiento administrativo, lo anterior, debido a que ello desvirtuaría  la 

facultad discrecional que legalmente está instituida para la Policía Nacional, en razón  de 

función constitucional. No obstante lo anterior, la expedición de ese concepto previo sí debe 

estar soportado en unas diligencias exigibles a los entes evaluadores, como por ejemplo el 

levantamiento de actas o informes, que deberán ponerse a disposición del 



afectado, una vez se produzca el acto administrativo de retiro, y las cuales servirán de  base 

para evaluar si el retiro se fundó en la discrecionalidad o en la arbitrariedad. 

v. El afectado debe conocer las razones objetivas y los hechos ciertos que dieron lugar a la 

recomendación por parte del comité de evaluación o de la junta asesora, una vez se expida 

el acto administrativo de retiro. Por lo tanto, en las actas o informes de evaluación debe 

quedar constancia de la realización del examen de fondo, completo y preciso que se efectuó 

al recomendado. En tal examen se debe analizar, entre otros, las hojas de vida, las 

evaluaciones de desempeño y toda la información adicional pertinente de los policiales. 

vi. Si los documentos en los cuales se basa la recomendación de retiro del policía, tienen 

carácter reservado, los mismos conservaran tal reserva, pero deben ser puestos en 

conocimiento del afectado. El carácter reservado de tales documentos se mantendrá, 

mientras el acto administrativo permanezca vigente. 

vii. Si bien los informes o actas expedidos por los comités de evaluación o por las juntas 

asesoras no son enjuiciables ante la jurisdicción contenciosa, deben ser valorados por el 

juez para determinar la legalidad de los actos. Ello implica que se confronten las hojas de 

vida de los agentes, las evaluaciones de desempeño, las pruebas relevantes y los demás 

documentos que permitan esclarecer si hubo o no motivos para el retiro. (2015) 

Así las cosas, se puede colegir que la discrecionalidad de los actos administrativos no es 

ilimitada, debe estar enmarcada en un ámbito de respeto y garantía de los derechos, cumpliendo 

con los parámetros que la jurisprudencia ha fijado. 



Por su parte, la sentencia de unificación 091 de 2016 dejó fijados los siguientes aspectos 

sobre la materia, realizando la diferenciación de las diferentes figuras de retiro y el deber de 

motivación: 

El acto de retiro de los miembros de la Fuerza Pública mediante la figura del llamamiento 

a calificar servicios no exige una motivación adicional a la que está prevista en la ley.  Esta 

modalidad de retiro se distingue del retiro por voluntad del gobierno o del director general 

(en la policía nacional) y del retiro discrecional (en las fuerza militares), los  cuales sí deben 

ser motivados, en los términos de la jurisprudencia constitucional. 

 

 

Actualmente, la Constitución Política de 1991 cuenta con una vigencia de 25 años y la  Ley 

1437 de 2011 con cinco años. Si bien, ha existido una evolución en la concepción de las autoridades 

judiciales, el Consejo de Estado y algunos órganos que componen la jurisdicción de  lo contencioso 

administrativo siguen siendo protagonistas en el desconocimiento de los  principios encomendados 

por el legislador y el constituyente. Partiendo de un caso particular en materia de retiro discrecional 

de los miembros de la Fuerza Pública, puede evidenciarse la resistencia del Consejo de Estado al 

constitucionalismo del Derecho Administrativo, pues continúa apartándose del precedente judicial. 

Es así como, a continuación, se verificará el comportamiento del Consejo de Estado con 

posterioridad a las sentencias de unificación SU-053 de 2015, SU-054 de 2015, SU-172 de 2015, 

SU-288 de 2015, SU-091-2016
16

, entre otras. 

 
16 

Es necesario aclarar que, si bien la sentencia T-166 de 2016 - caso del señor Luis Eduardo Motato Vásquez, suboficial 
del Ejército Nacional- fue proferida con posterioridad a la Sentencia de Unificación 091 de 2016 por parte de la Corte 
Constitucional, no había sido proferida al momento en que el Consejo de Estado conoció del caso del señor Luis 
Eduardo Motato Vásquez. Por tanto, se tendrán en consideración las SU-053 de 2015, SU-054 de 2015, SU-172 de 
2015 y SU-288 de 2015 al estar vigentes al momento en que el Consejo de Estado se pronunció sobre el caso en 
mención. Sin embargo, el postulado de la sentencia SU 091 de 2016 es necesario tenerlo en cuento dada la 
importancia y trascendencia de la decisión. 



Pronunciamientos de la Corte Constitucional durante el año 2016 

 

El desarrollo jurisprudencial en materia de retiro discrecional de los miembros de la Fuerza 

Pública, abordada por el Consejo de Estado ha tenido varias variables, que parafraseando a Benítez 

(2010), resume en tres posturas: la interpretación dominante consistente en la no 

constitucionalización de los actos administrativos discrecionales; una frágil posición intermedia en 

la que se ha flexibilizado un poco la posición tan férrea sobre la no aplicación del derecho al debido 

proceso, pero manteniendo algunas restricciones; y finalmente, una posición insular, inclinada a la 

constitucionalización del Derecho administrativo. 

Ahora bien, la Sala tercera de Revisión de la Corte Constitucional, en sede de tutela, 

recientemente conoció del caso del señor Luis Eduardo Motato Vásquez: 

La Sala Tercera de Revisión de la Corte Constitucional dejó sin efectos dos sentencias del 

Consejo de Estado y de jueces administrativos de Antioquia que desconocieron la 

jurisprudencia sobre la motivación de retiro de miembros del Ejército Nacional, en uso de 

la facultad discrecional. La decisión se produjo al estudiar una acción de tutela interpuesta 

por un suboficial del Ejército que fue retirado del servicio y a quien se le vulneraron sus 

derechos al debido proceso y a la igualdad, al no respetar el precedente constitucional sobre 

este tema. (Corte Constitucional, Noticias, 2016) 

Se trata de la sentencia 166 de 2016
17 

(Corte Constitucional, Sala Tercera de Revisión, 

2016) donde el señor Luis Eduardo Motato Vásquez, suboficial del Ejército Nacional, instaura 

acción de tutela en contra del Juzgado 21 Administrativo de Medellín y contra la Sala Cuarta de 

Decisión del Tribunal Administrativo de Antioquia, quienes profirieron decisiones negando la 

 

17 
Es importante tener en cuenta que la sentencia de la Corte Constitucional fue proferida el 07 de abril del 2016 y la 

decisión del Consejo de Estado el 23 de julio de 2015, es decir, con posterioridad a la SU-053 de 2015. 



nulidad de la Resolución No. 2346 del 12 de diciembre de 2007, por medio de la cual, el 

comandante del Ejército Nacional, haciendo alusión a sus facultades discrecionales, dispuso su 

retiro del Ejército Nacional. El accionante consideró vulnerados sus derechos fundamentales al 

debido proceso y a la igualdad ante la ley, pues las decisiones adoptadas desconocen los 

precedentes de la Corte Constitucional y del mismo Tribunal Administrativo de Antioquia 

relacionados con la motivación del acto administrativo de desvinculación de un miembro de la 

Fuerza Pública. 

Por su parte, el Consejo de Estado conoció de la acción de tutela (Consejo de Estado, 

Sección Cuarta, 23 de julio de 2015) interpuesta por el señor Luis Eduardo Motato Vásquez contra 

el Tribunal Administrativo de Antioquia y el Juzgado Veintiuno Administrativo de Medellín. El 

fallo proferido consideró denegar las pretensiones de la Acción de Tutela, confirmando las 

decisiones objeto de análisis. La impugnación correspondió a la Sección Quinta (Consejo de 

Estado, Sección Quinta, 25 de septiembre de 2015), quien decidió confirmar la sentencia de 23 de 

julio de 2015, proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, que denegó las pretensiones 

de la tutela. 

Así las cosas, el caso (Consejo de Estado, Sección Cuarta, 23 de julio de 2015) fue conocido 

por cuatro autoridades: Juzgado 21 Administrativo de Medellín, Tribunal Administrativo de 

Antioquia, Consejo de Estado Sección Cuarta y Consejo de Estado Sección Quinta. Unánimemente, 

dieron validez a la resolución que ordenó el retiro discrecional del suboficial, pese a que el 

peticionario reunía las mismas características fácticas y jurídicas de los precedentes judiciales 

desarrollados en sentencias de unificación y pronunciamientos sobre la materia. 



Finalmente, fue en sede de revisión por parte de la Corte Constitucional, quien  apartándose 

de los argumentos esgrimidos por estas autoridades, concedió el amparo de los derechos al debido 

proceso y a la igualdad ante la ley del señor Luis Eduardo Motato Vásquez, y en consecuencia 

revocó las decisiones proferidas por las autoridades conocedoras en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo (Corte Constitucional, 2016). 

El accionante logró la protección de sus derechos y el restablecimiento de los mismos, sin 

embargo, estas autoridades lograron perder legitimidad y confianza, pues, unánimemente 

desconocieron el precedente judicial trazado en materia de retiro discrecional de los miembros de 

la Fuerza Pública. 

Incidencia frente a los postulados de la Ley 1437 de 2011 – Principios (Artículo 3) – 

Unificación Jurisprudencial 

En el acápite de contextualización se desarrolló, de manera general, la constitucionalización 

del Derecho Administrativo, materializado específicamente en la Ley 1437 de 2011, en relación 

con la incorporación de los principios constitucionales. Ahora bien, en materia de unificación de 

jurisprudencia, varios fueron los aportes y desarrollos que se introdujeron en el Derecho 

Administrativo: impuso a las autoridades la obligación de aplicación uniforme de las normas y la 

jurisprudencia
18

; de extender la jurisprudencia del Consejo de Estado a  terceros  por  parte  de  las  

autoridades  cuando  cumplan  los  requisitos  establecidos  por   el 

 

 

 

 
 

18 
Artículo 10. Deber de aplicación uniforme de las normas y la jurisprudencia. Al resolver los asuntos de su 

competencia, las autoridades aplicarán las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias de manera uniforme 

a situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos. Con este propósito, al adoptar las decisiones de su 

competencia, deberán tener en cuenta las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se 

interpreten y apliquen dichas normas. 



legislador
19

; creó el Recurso Extraordinario de Unificación de Jurisprudencia, estableciendo los 

criterios y causas para su procedencia, al igual que el procedimiento que deberán surtir para su 

interposición
20

; entre otras facultades y competencias. 

 
 

19 
Artículo 102. Extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte de las autoridades. 

Las autoridades deberán extender los efectos de una sentencia de unificación jurisprudencial dictada por el Consejo de 

Estado, en la que se haya reconocido un derecho, a quienes lo soliciten y acrediten los mismos supuestos fácticos y 

jurídicos. 

 

Para tal efecto el interesado presentará petición ante la autoridad legalmente competente para reconocer el derecho, 

siempre que la pretensión judicial no haya caducado. Dicha petición contendrá, además de los requisitos generales, los 

siguientes: 

 

1. Justificación razonada que evidencie que el peticionario se encuentra en la misma situación de hecho y de derecho 

en la que se encontraba el demandante al cual se le reconoció el derecho en la sentencia de unificación invocada. 

 

2. Las pruebas que tenga en su poder, enunciando las que reposen en los archivos de la entidad, así como las que haría 

valer si hubiere necesidad de ir a un proceso. 

 

3. Copia o al menos la referencia de la sentencia de unificación que invoca a su favor. 

 

Si se hubiere formulado una petición anterior con el mismo propósito sin haber solicitado la extensión de la 

jurisprudencia, el interesado deberá indicarlo así, caso en el cual, al resolverse la solicitud de extensión, se entenderá 

resuelta la primera solicitud. 

 

La autoridad decidirá con fundamento en las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias aplicables y 

teniendo en cuenta la interpretación que de ellas se hizo en la sentencia de unificación invocada, así como los demás 

elementos jurídicos que regulen el fondo de la petición y el cumplimiento de todos los presupuestos para que ella sea 

procedente. 

 

Esta decisión se adoptará dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción, y las autoridades podrán negar la 

petición con fundamento en las siguientes consideraciones: 

 

1. Exponiendo las razones por las cuales considera que la decisión no puede adoptarse sin que se surta un período 

probatorio en el cual tenga la oportunidad de solicitar las pruebas para demostrar que el demandante carece del derecho 

invocado. En tal caso estará obligada a enunciar cuáles son tales medios de prueba y a sustentar de forma clara lo 

indispensable que resultan los medios probatorios ya mencionados. 

 

2. Exponiendo las razones por las cuales estima que la situación del solicitante es distinta a la resuelta en la sentencia 

de unificación invocada y no es procedente la extensión de sus efectos. 

 

3. Exponiendo clara y razonadamente los argumentos por los cuales las normas a aplicar no deben interpretarse en la 

forma indicada en la sentencia de unificación. En este evento, el Consejo de Estado se pronunciará expresamente sobre 

dichos argumentos y podrá mantener o modificar su posición, en el caso de que el peticionario acuda a él, en los 

términos del artículo 269. 

 

Contra el acto que reconoce el derecho no proceden los recursos administrativos correspondientes, sin perjuicio del 

control jurisdiccional a que hubiere lugar. Si se niega total o parcialmente la petición de extensión de la jurisprudencia 

o la autoridad guarda silencio sobre ella, no habrá tampoco lugar a recursos administrativos ni a control jurisdiccional 

respecto de lo negado. En estos casos, el solicitante podrá acudir dentro de los treinta (30) días siguientes ante el 

Consejo de Estado en los términos del artículo 269 de este Código. 



La introducción de estas figuras armoniza el derecho administrativo con los postulados 

constitucionales a la vez que atiende un proceso de globalización hacia la unificación a nivel 

internacional de la normatividad existente. De igual forma se instituyó para garantizar el respeto a 

las decisiones judiciales que constituyen jurisprudencia reiterada o de unificación. (Gaceta del 

Congreso 1173, 2009). 

Pese a la responsabilidad atribuida a las autoridades de lo contencioso administrativo, en 

especial al Consejo de Estado, en procura del respeto de derechos y garantías de los particulares, 

ha sido renuente en la posición que Benítez (2010) ha denominado “interpretación dominante 

consistente en la no constitucionalización de los actos administrativos discrecionales”. 

Refiriéndose a la unificación jurisprudencial y el mecanismo de extensión de la jurisprudencia 

creado por la Ley 1437 de 2011, Gómez (2014) ha indicado: 

En un marco de respeto por nuestro sistema de fuentes y con las garantías propias del debido 

proceso administrativo y judicial, la Ley 1437 de 2011 estructura un  procedimiento 

eficiente y completo para hacer efectivos los principios constitucionales de seguridad 

jurídica, coherencia en la aplicación del derecho e igualdad de trato en la solución de los 

asuntos administrativos y judiciales, cuya necesidad e importancia para la vigencia del 

Estado Social de Derecho se ha puesto de presente por la jurisprudencia y la doctrina 

nacional y comparada. 

 

 

 
La solicitud de extensión de la jurisprudencia suspende los términos para la presentación de la demanda que procediere 

ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 

 

Los términos para la presentación de la demanda en los casos anteriormente señalados se reanudarán al vencimiento 

del plazo de treinta (30) días establecidos para acudir ante el Consejo de Estado cuando el interesado decidiere no 

hacerlo o, en su caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 269 de este Código. 
 

20 
Desarrollo normativo contenido en el capítulo II de la Ley 1437 de 2011, artículos 256 y siguientes. 



Así las cosas, el desconocimiento del precedente judicial no sólo constituyen una 

inseguridad jurídica y un riesgo en el desconocimiento de los derechos de los accionantes, también 

implica la trasgresión de los principios que le han sido encomendados a las autoridades en esta 

materia. 

Como es sabido, en el curso de una acción de tutela, el accionante toma en consideración 

ciertos y determinados derechos fundamentales dependiendo de la situación fáctica que le interesa, 

sin embargo, conexo a ello se encuentran principios constitucionales encomendados por el 

legislador a las autoridades conocedoras de la materia, plasmados en el artículo 3 de la Ley 1436 

de 2011. 

Retomando el caso del suboficial, el actuar de las cuatro autoridades (conocedoras en 

materia administrativa), no puede armonizarse con el principio de economía consagrado en el 

numeral 12 del artículo 3 de la Ley 1437 de 2011, el cual ha impuesto a las autoridades el deber de 

“(…) proceder con austeridad y eficiencia, optimizar el uso del tiempo y de los demás recursos, 

procurando el más alto nivel de calidad en sus actuaciones y la protección de los derechos de las 

personas.” 

Aunado a lo anterior, estas decisiones llevan inmerso el reconocimiento y pago de los 

salarios y prestaciones sociales que dejan de percibir, generalmente desde el momento de su 

desvinculación hasta su reintegración efectiva
21

. 

 
 

21 
Véase la sentencia de unificación 217 del 28 de abril de 2016 en la que la Sala Plena de la Corte Constitucional 

conoció, en sede de revisión, de las decisiones proferidas por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, en segunda 
instancia, que a su vez revocaron las decisiones de la Sección Segunda de la misma Corporación, dentro de los 
procesos de acción de tutela promovidos por el Ministerio de Defensa Nacional contra el Tribunal Administrativo  de 
Caldas (T-5.173.085 y T-5.189.400) y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca (T-5.189.329). En  las  decisiones de 
se ordenaba, dependiendo del caso en concreto, el reconocimiento y pago de los salarios y prestaciones sociales que 
dejan de percibir los servidores desde el momento de su desvinculación hasta su reintegración efectiva. 



Si se analiza el factor tiempo, fue una actuación, cuya primera decisión fue el 18 de junio 

de 2014, finalizando con el fallo de la Corte Constitucional, el día 07 de abril de 2016, es decir, un 

año y diez meses se necesitaron para el reconocimiento de los derechos del accionante. 

Adicionalmente, el nivel de calidad es otro concepto que, en el presente caso, ha brillado por su 

ausencia, pues se desconoció el precedente establecido en las sentencias T-638 de 2012, T-720 de 

2010, T-824 de 2009, T-655 de 2009, T-456 de 2009, T-296 de 2009, T-111 de 2009, T-1173   de 

2008, T-1168 de 2008, T-432 de 2008, T-816 de 2002 y sentencias de unificación como la SU- 053 

de 2015, las cuales coinciden en afirmar que el acto administrativo que decide el retiro de un 

miembro de la fuerza pública, debe ser motivado. 

Finalmente, la protección de los derechos de las personas, no aconteció en el Despacho  de 

las cuatro autoridades iniciales, pues se necesitó la revisión efectuada por la Corte Constitucional 

para el reconocimiento y protección de los derechos alegados. 

Ahora bien, la igualdad como principio impone a las autoridades la obligación de dar “(…) 

el mismo trato y protección a las personas e instituciones que intervengan en las actuaciones bajo 

su conocimiento. (…)” (Ley 1437 de 2011, art. 3, núm. 2). Las cuatro autoridades desconocieron 

el precedente judicial, pese a contener similitud fáctica y jurídica, y a estar obligados a su 

reconocimiento. La igualdad como derecho y como principio, contiene el mismo núcleo esencial, 

por tanto, su vulneración implica un desconocimiento Constitucional y Legal. 

La misma suerte corre el principio al debido proceso el cual implica que “(…) las 

actuaciones administrativas se adelantarán de conformidad con las normas de procedimiento y 

competencia establecidas en la Constitución y la ley, con plena garantía de los derechos de 

representación, defensa y contradicción.” (Ley 1437 de 2011, art. 3, núm. 1). Este principio 



reviste gran importancia para las actuaciones de las autoridades, pues no debe ser entendido 

únicamente entorno al procedimiento, es decir, que conozca la autoridad competente y se den las 

garantías constitucionales y legales, sino como lo ha definido la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional “conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales 

se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que 

durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia.” (Corte 

Constitucional, Sala Plena, 2010). En este orden de ideas, el debido proceso no debe ser 

considerado únicamente como cumplimiento de etapas procesales sino que reviste una finalidad y 

es el respeto de los derechos y efectiva aplicación de justicia. 

López (2016), refiriéndose a los mecanismos incorporados por la Ley 1437 de 2011 en 

materia de unificación jurisprudencial, señala que “se piensa que puede haber una reducción 

significativa de los casos presentados ante la jurisdicción contencioso administrativa (…)”. Sin 

embargo, el accionar del Consejo de Estado no responde a las expectativas que se han creado. Se 

espera que con las últimas decisiones sobre la materia, el Consejo de Estado tenga una posición 

garantista y orientada al respeto de los derechos y garantías constitucionales, sin que ello  implique 

necesariamente, fallos a favor sin fundamento. Lo que se pretende es un análisis  juicioso y 

estructurado de los casos puestos a su conocimiento, basando sus decisiones en lineamientos 

jurisprudenciales estructurados y que armonizan la Constitución y la Ley. 

Los principios consagrados por el legislador en la Ley 1437 de 2011, son el reflejo del 

constitucionalismo moderno que imponen nuevo retos y desafíos para los administradores de 

justicia. Por tanto, la interpretación que el operador judicial realiza en los casos concretos, debe 

estar a la luz de la Constitución y la ley, propendiendo siempre por el respeto de los derechos y 

principios. 



Conclusiones 

 

La investigación realizada en este trabajo de investigación ha permitido arribar a las siguientes 

conclusiones: 

 
1. Los principios consagrados en el Nuevo Código Contencioso Administrativo, son la 

materialización de la Constitución Política de 1991 en esta rama del derecho. Este nuevo paradigma 

trajo consigo la inclusión de los principios al debido proceso, Igualdad, Buena fe, Moralidad, 

Participación, Responsabilidad, Transparencia, Publicidad, Coordinación, Eficacia; 

complementando los principios contenidos en el Decreto 01 de 1984. 

 
2. Dentro de las novedades implementadas por la Ley 1437 de 2011, se incluyó el deber de 

las autoridades de interpretar y armonizar sus actuaciones a la luz de los principios constitucionales, 

es decir, el legislador no limitó los principios únicamente a una lista o mención de ellos, sino, en 

el inicio del artículo 3 advierte el deber de armonizarlos a la luz de los  principios constitucionales. 

 
3. Los principios contenidos en el Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, son representación de los fines esenciales del Estado, por tanto, las 

actuaciones de la Administración y de las autoridades deben atender estos lineamientos; su 

desconocimiento implica la transgresión directa de los preceptos Constitucionales y un obstáculo 

al cumplimiento de los fines del Estado. 

 
4. Pese a la implementación de nuevos principios en la Ley 1437 de 2011 y la ampliación 

de  los  criterios  de  interpretación,  aunado  con  la  antigüedad  de  la  Constitución  y la  Ley, el 



Consejo de Estado continua siendo corregido en sus decisiones, por parte de la Corte 

Constitucional, al desconocer los principios y derechos constitucionales. 

 
5. La inercia de algunas autoridades en lo Contencioso Administrativo, conlleva, no solo la 

vulneración de los Derechos Fundamentales de los accionantes, sino también la vulneración de los 

principios de la Ley 1437 de 2011, al desconocimiento del precedente judicial, congestión de los 

despachos, y a la generación de dudas frente a la efectividad de las herramientas otorgadas  por el 

legislador en materia de unificación jurisprudencial. 

 
6. Finalmente, la indiferencia de las autoridades en la protección de los derechos 

fundamentales y la vulneración de los principios legales y constitucionales, conlleva al desprestigio 

y la pérdida de legitimidad de las instituciones, sin contar con la afectación a las finanzas del 

Estado, en la medida en que se incrementan los valores a indemnizar cuando se ordena el reintegro. 
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